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DESAPARICIÓN FORZADA
En Colombia, antes de que se estableciera la desaparición forzada de personas 
como un delito autónomo, desde el punto de vista penal, el servidor público o 
el particular que hubiere realizado ese tipo de conducta debía responder por el 
delito de secuestro. En caso de que se produjera la muerte de la víctima se pre-
sentaba un concurso de delitos entre secuestro y homicidio. En el Código Penal 
del 2000 se introdujo la desaparición forzada como delito autónomo, mediante el 
artículo 165, cuyo texto original parte de la Ley 589 del mismo año, el cual fue 
modificado en su punibilidad con el aumento de penas establecido en la Ley 890 
del 200434. 
Antecedentes
No existe una referencia clara acerca de los orígenes de la desaparición forzada, 
aunque en el ámbito internacional esta conducta se ubicó inicialmente como un 
típico crimen de Estado realizado por los servidores públicos y los particulares 
o grupos a su servicio. La desaparición forzada es una violación a los Derechos 
Humanos y ha sido utilizada como estrategia para eliminar a los que se considera 
como indeseables o para reprimir a los opositores políticos de un régimen dicta-
torial o con apariencia de democrático, en el marco de graves crisis políticas o en 
34 La Ley 890 del 2004, en su artículo 14, estableció, para los tipos penales contenidos en la parte especial del 
Código Penal, un aumento de penas de la tercera parte en el mínimo y en la mitad en el máximo. Dicho aumento 
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los conflictos armados internacionales o internos de un país. Cuando la desapa-
rición forzada tiene un fondo político, en la mayoría de los casos es permanente, 
sistemática y generalizada como mecanismo represivo que genera terror, insegu-
ridad y angustia. 
Uno de los antecedentes más importantes respecto a esto es el del nazismo 
alemán, debido al incalculable número de desaparecidos producto de las políticas 
de Estado establecidas por Adolfo Hitler. Primero, de manera informal, se dio la 
orden militar conocida como “balance del terror”, la cual permitió reprimir con 
muertes y desapariciones a los miembros de la resistencia y a la población civil 
de cada país que había sido ocupado por los nazis en Europa para la década del 
40 (Del Alcázar, 2003). Así mismo, y ya de manera formal e institucionalizada y 
como antecedente registrado normativamente, existe el Decreto Nacht und Nebel 
(Noche y Niebla) promulgado por Hitler, en Alemania, el 7 de diciembre de 1941. 
Con base en este se dio la instrucción de que los individuos sospechosos de poner 
en peligro la seguridad del Tercer Reich debían ser apresados en la noche y en se-
creto, trasladados desde otros países a los campos de concentración en Alemania, 
donde fueron torturados, asesinados y desaparecidos sin dejar rastro alguno. Sus 
familiares no tuvieron la posibilidad de obtener información sobre su paradero, 
quedando bajo la incertidumbre respecto al lugar y destino de sus seres queridos 
(Office of United States Chief of Counsel for Prosecution of Axis Criminality, 
1946-1948). 
Por otro lado, en América Latina los antecedentes de las desapariciones son 
múltiples. Se podría trazar una línea entre las ocurridas en El Salvador hacia los 
años 30 del siglo pasado, luego con las que sucedieron en Guatemala a partir de 
1963, posteriormente con las presentes en la dictadura Chilena que se inició en 
1973 bajo la doctrina de la “seguridad nacional” y la denominada “Operación 
Cóndor” para el cono sur (Martorell, 1999) y, finalmente, con las sucedidas bajo 
la dictadura militar en Argentina en 1976 y los años subsiguientes, momento des-
de el que comenzó a utilizarse la expresión “desaparecidos” y en el que empezó a 
concebirse esta política como un crimen de Estado. También, entre 1960 y 1990 
muchas personas fueron víctimas de la aberrante práctica de las desapariciones 







países con gobiernos electos democráticamente como México, Colombia y Perú35 
(Molina Theissen, 1996). 
La desaparición de personas ha sido, en Colombia, uno de los delitos más crue-
les en el marco del conflicto armado interno, realizados por agentes del Estado, por 
los actores armados ilegales (guerrilla y paramilitares), pero también por bandas 
de narcotraficantes y de una reciente generación de paramilitares (neoparamilita-
res) denominados oficialmente como bandas criminales “Bacrim”. Los entes de 
control no coinciden en el número de desaparecidos en Colombia y, por tanto, 
a ciencia cierta no se sabe cuántas personas han sido víctimas de esta siniestra 
práctica. La Fiscalía General de la Nación informa de un universo de 117.646 y 
el Registro Único de Víctimas plantea que hay 45.515 desaparecidos por la gue-
rra (El Espectador, 2015). Para Naciones Unidas resultaba preocupante que no 
existiera información estadística precisa sobre el número de personas desapare-
cidas y, más aún, respecto a los casos relacionados con agentes estatales (ONU, 
2016). El último registro lo presentó el Centro Nacional de Memoria Histórica 
(2016), con un número de 60.630 desapariciones entre 1970 y 2015, de las cuales 
el 51.4% (31.183 personas) son producto de actores desconocidos y el restante 
49.6% (29.447 personas) tienen la siguiente distribución según el perpetrador: 
Tabla. Distribución de víctimas de desaparición forzada en el marco del conflicto arma-
do según presunto perpetrador. Colombia 1970 - 2015Actor No. de personas PorcentajeGrupos paramilitares 13.562 46.1%Guerrillas 5.849 19.9%Grupos Paramilitares y agentes del Estado 4.686 15.9%Grupo posdesmovilización 2.598 8.9%Agentes del Estado 2.368 8 %Grupo armado no 
identificado
222 0.8%
Nota. Se tomaron algunos datos de la tabla original recuperada de: Hasta Encontrarlos. El drama de la desaparición 
forzada en Colombia, del CNMH, 2016, página 83. 
35 Para contexto colombiano, ver Corte Constitucional. Sentencia C-473 de 10 de mayo de 2005, M.P. Manuel José 






Delitos contra la libertad individual y otras garantías
No obstante las diferencias entre los registros de desaparición forzada en 
Colombia, estas cifras superan considerablemente el número de las que fueron 
realizadas por las dictaduras militares del cono sur en los años 70 del siglo XX36.
La desaparición forzada y la legislación internacional
La desaparición forzada de personas, como se le conoce actualmente, es un delito 
que ha sucedido en muchos países, pero su tipificación es relativamente reciente a 
nivel internacional y nacional, aunque de manera genérica se encuentra prohibida 
desde mucho antes de que se le diera esa denominación en los instrumentos in-
ternacionales. La Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas del 10 de diciembre de 1948, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos del 16 de diciembre de 1966 y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 (ONU, 2016), reco-
nocen para todos los individuos el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad 
de cada persona, entre otros, con la prohibición expresa de infligir tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, de realizar detenciones arbitrarias y de destierro, con 
el reconocimiento del derecho a un tratamiento humano de detención, el derecho 
a un juicio imparcial y a ser reconocida su personalidad jurídica ante la ley.
El 9 de diciembre de 1975, ante la alarma que causaron las desapariciones 
forzadas que ocurrieron en Chile y Chipre, la ONU se pronunció respecto a los 
acontecimientos en los dos países. Respecto a Chile adoptó la Resolución 3448, 
en la que expresó su profundo malestar ante las constantes y flagrantes violacio-
nes de los Derechos Humanos en la época de la dictadura de Augusto Pinochet, 
por la práctica institucionalizada “de la tortura, de penas o tratos crueles, inhuma-
nos o degradantes, detenciones, encarcelamientos y destierros arbitrarios” (ONU, 
1975) e instó al gobierno de facto para que se adoptaran medidas para “acla-
rar la situación de los individuos cuya desaparición no se ha justificado” (ONU, 
1975). En relación con las desapariciones en Chipre, Naciones Unidas adoptó la 
Resolución 3450, mediante la cual reafirmó la necesidad humana básica de las 
36 Dice el Grupo de Memoria Histórica –GMH- en el informe ¡Basta ya! Colombia, memorias de guerra y dignidad: 
Esta elevada magnitud solo puede comprenderse cuando se constata que tal delito rebasa lo ocurrido en las 
dictaduras militares del cono sur de América Latina: 485 desapariciones forzadas en Paraguay entre 1958 y 
1988; 979 en Chile entre 1973 y 1990; y cerca de 9.000 en Argentina durante la dictadura militar entre 1976 
y 1983. Pese a las dimensiones de la desaparición forzada en Colombia, el nivel de reconocimiento social y 







familias de recibir información sobre los parientes desaparecidos por el régimen, 
en el marco del conflicto armado interno (ONU, 1975)37.
La dramática situación en Chile continuó, no obstante la preocupación inter-
nacional por la violación masiva de Derechos Humanos, lo que obligó a Naciones 
Unidas a reaccionar directamente mediante la Resolución 31/124 del 16 de di-
ciembre de 1976. Allí se expresa sobre la profunda indignación por las variadas 
formas de violación de Derechos Humanos, en particular por la desapariciones 
de personas por motivos políticos y sobre la obligatoria protección de derechos 
en dicho país (ONU, 1976). 
Aunque este tipo de conductas no se conocían jurídicamente bajo la deno-
minación de desaparición forzada de personas, por esa misma época, el 8 de 
junio de 1977, se estableció su prohibición de modo general en el artículo 75 del 
Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra, los cuales habían sido pro-
mulgados el 12 de agosto de 1949. Esta adición se hizo para la protección de las 
víctimas de los conflictos armados internacionales y obliga a que 
las personas que estén en poder de una Parte en conflicto y que no disfruten de un 
trato más favorable en virtud de los Convenios o del presente Protocolo serán tratadas 
en toda circunstancia con humanidad y se beneficiarán, como mínimo, de la protec-
ción prevista en el presente artículo, sin distinción alguna de carácter desfavorable 
basada en la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión o las creencias, las opiniones 
políticas o de otro género, el origen nacional o social, la fortuna, el nacimiento u otra 
condición o cualesquiera otros criterios análogos (ONU, 1977b)38. 
De igual manera, en el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra, 
respecto a los conflictos armados nacionales, la desaparición forzada, todavía no 
denominada así, fue prohibida por los artículos 2° y 4º bajo la figura de protección 
37 El 16 de diciembre de 1977 la Asamblea General de Naciones Unidas expidió la Resolución 32/128 en la que 
expresó una vez más su preocupación por “la ausencia de progresos para recuperar el rastro y conocer el para-
dero de las personas desaparecidas en Chipre” (ONU, 1977a), en http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/
RES/32/128&Lang=S. En igual sentido Resolución 33/172 de 20 diciembre de 1978 (ONU), en http://www.un.org/
es/comun/docs/?symbol=A/RES/33/172&Lang=S y Resolución 36/164 de 16 de diciembre de 1981, en http://www.
un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/33/172&Lang=S.
38 El Protocolo I fue aprobado en Colombia mediante la Ley 11 de 1992. En el artículo 33 del Protocolo I se esta-
blece, al finalizar las hostilidades, la obligación de buscar las personas cuya desaparición haya señalado una Parte 
adversa, a fin de facilitar tal búsqueda, esa Parte  adversa comunicará todas las informaciones pertinentes sobre 
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de las víctimas y de obligación de dispensar un trato humano39. Un año después 
de esto, el 20 de diciembre de 1978, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
urgió a la Comisión de Derechos Humanos para que examinaran las situaciones 
que se estaban presentando en varias partes del mundo y que tenían que ver con la 
desaparición forzosa o involuntaria de personas a causa de excesos cometidos por 
autoridades encargadas de hacer cumplir la ley, o encargadas de la seguridad, o por 
organizaciones análogas, a menudo mientras esas personas están sujetas a detención o 
prisión, así como a causa de actos ilícitos o de la violencia generalizada (ONU, 1978).
Dicha determinación de Naciones Unidas es histórica, porque le otorgó la 
denominación de “desaparición forzosa o involuntaria de personas” a tales actos 
realizados por organismos oficiales o agentes de cualquier nación que han estado 
involucrados en ese tipo de prácticas.
También en esos años, en Colombia se estaban presentando desapariciones 
forzadas realizadas por parte de agentes del Estado, amparados en el denominado 
Estatuto de Seguridad (Decreto 1923 de 1978), expedido por el Presidente Julio 
Cesar Turbay Ayala. A través de este se pretendía combatir a la guerrilla, pero 
fue usado también para perseguir penalmente a los líderes sindicales, populares 
e izquierdistas, con base en las facultades de estado de sitio (conmoción interior) 
establecidas por el artículo 121 de la Constitución Política de 1886. Las protestas 
populares fueron restringidas y se criminalizaron los conflictos laborales; fueron 
comunes los allanamientos a sedes sindicales y políticas; la detención de diri-
gentes y opositores llenó las cárceles del país; y una gran cantidad de personas 
fue torturada, asesinada, desaparecida y otra sometida a procesamiento mediante 
Consejos Verbales de Guerra realizados por el ejército oficial. Con base en el 
artículo 28 de la Constitución Nacional, los organismos de seguridad del Estado 
hicieron “retenciones administrativas” de miles de personas en cuarteles milita-
res, los cuales fueron habilitados como centros de detención y tortura, en donde 
emplearon los más despiadados métodos de interrogación para obtener confesio-
nes bajo presión (González-Monguí, 2013). 
En la década de 1980, fue necesaria la intervención de las Naciones Unidas 
ante la gran cantidad de desapariciones forzadas en el mundo por motivos políticos. 
39 Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, Tratado de 8 de junio de 1977 relativo a la protección 
de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, en https://www.icrc.org/spa/assets/files/publi-







Mediante la Resolución 20/36 de 1981 se ordenó la formación de un Grupo de 
Trabajo, por parte de la Comisión de Derechos Humanos, para examinar las cues-
tiones relativas a las “desapariciones forzadas o involuntarias de personas” (ONU, 
1981). Por otra parte, en 1983, la Asamblea General de la OEA señaló que esta 
conducta punible representaba “una afrenta a la conciencia del hemisferio” y cons-
tituía “un crimen de lesa humanidad”, pronunciamiento que fue un avance impor-
tante al haberse realizado antes de que la normativa positiva así lo estableciera.
En Colombia, aún no se sabe con certeza cuántos fueron los desaparecidos 
bajo la vigencia del Estatuto de Seguridad. De hecho, como país se le incluyó, en 
1985, dentro de un informe realizado por el Grupo de Trabajo, puesto que se con-
sideró que se le debía prestar particular atención en dicha materia. Sin embargo, 
es en el informe de 1988 que se registraron 561 casos de desapariciones forzadas, 
de los cuales el 21% se habrían producido en los dos últimos años; así mismo, se 
indicó que la Procuraduría General de la Nación enumeraba 962 casos durante 
los últimos cinco años y que fuentes no gubernamentales del país señalaban que 
500 era el mínimo de desapariciones seguras, mientras que 1.000 eran las proba-
bles. También se hizo evidente que, no obstante las desapariciones forzadas, los 
homicidios las superaban como método de represión (ONU, 1989). Fue en este 
contexto que 
la desaparición forzada estuvo fuertemente asociada a la lógica de la lucha contra-
insurgente, y estuvo ligada a la tortura como medio para obtener confesiones del 
enemigo. Las desapariciones forzadas sucedieron, en ese entonces, en el marco de 
las detenciones sin orden judicial realizadas por la Fuerza Pública dentro de la legis-
lación de excepción (CNMH, 2013, p. 59). 
Posteriormente, mediante la Resolución 47/133 de 1992, la Asamblea General 
de las Naciones Unidas adoptó la Declaración sobre la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas, en la que calificó este tipo de con-
ductas como un ultraje a la dignidad humana (art. 1). También señaló en el artícu-
lo 1.2 que “todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección 
de la ley y le causa graves sufrimientos, lo mismo que a su familia” (ONU, 1992). 
De igual manera, en el artículo 17.1 dispuso que “todo acto de desaparición forza-
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la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no se hayan esclare-
cido los hechos” (ONU, 1992)40.
Por su parte, el 8 de julio de 1994, en Belem do Pará (Brasil), se realizó una 
Asamblea General de la Organización de Estados Americanos −OEA−, en la que 
participó Colombia. En esta, ante tantos hechos de desapariciones forzadas en 
América, se aprobó la Convención Interamericana sobre la desaparición forzada 
de personas, en la que se consideró esta conducta como una grave ofensa a la dig-
nidad intrínseca de las personas. Así mismo, se señaló cómo entraba en contradic-
ción con los principios y propósitos consagrados en la Carta de la Organización 
de los Estados Americanos, es decir, con el “régimen de libertad individual […] 
fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre”. Finalmente, la ca-
lificó como delito permanente hasta el momento en el que se conoce el paradero 
de la víctima41 (OEA, 1994). Tanto en la Resolución 47/133 de 1992 como en la 
Convención Interamericana, la desaparición forzada de personas, como práctica 
sistemática o masiva, es calificada como crimen contra la humanidad. 
Se necesitaron tres décadas de esfuerzos de activistas, juristas y diplomáticos, 
los cuales fueron limitados por “la lentitud del proceso de codificación frente 
al sufrimiento y esperanza de los familiares de las víctimas” (Decaux, 2014, p. 
43), para que las Naciones Unidas adoptara la Convención internacional para 
la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. Dicho 
instrumento, elaborado en Nueva York el 20 de diciembre del 2006, definió, en el 
artículo 2, la desaparición forzada como 
40 Según la Resolución 47/133, la desaparición forzada de personas se produce cuando
se arreste, detenga o traslade contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su libertad 
de alguna u otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o 
particulares que actúan en nombre del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asen-
timiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que están 
privadas de la libertad, sustrayéndola así a la protección de la ley (ONU, 1992).
41 La desaparición forzada fue definida por la Convención Interamericana sobre desaparición forzada como 
la privación de la libertad a una o más personas cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del 
Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del 
Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de la libertad o de in-
formar sobre el paradero de la persona con lo cual se impide el uso de los recursos legales y de las garantías 
procesales pertinentes (OEA, 1994). 
Mediante la Ley 707 del 28 de noviembre del 2001, fue aprobada en Colombia la Convención, en manos del 
legislativo, cuyo control de constitucionalidad fue realizado mediante la sentencia C-580 del 31 de julio del 2002. 








el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad 
que sean obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan 
con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a 
reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero 
de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley42 (ONU, 2006).
Lo expuesto deja clara la postura en el ámbito internacional respecto a la desa- 
parición forzada, a la cual se le considera como un delito de Estado que se realiza 
mediante la ejecución directa de agentes del poder público, con su determinación 
o aquiescencia; también, cuando el Estado no ha tomado las previsiones para 
evitar su realización. Sin embargo, no sucede lo mismo en el ámbito nacional 
colombiano, en el que los particulares también pueden ser autores o partícipes 
del delito de desaparición forzada sin que se requiera vinculación alguna con el 
Estado o con algún servidor público.
La desaparición forzada y el crimen de lesa humanidad
En 1989, en la sentencia del caso Godínez contra Honduras, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos efectuó la primera descripción del crimen de desaparición 
forzada de personas, en un momento histórico en el que no existía ningún texto 
convencional en vigencia que empleara esta denominación, calificándolo además 
como un crimen de lesa humanidad. También estableció que su práctica era inad-
misible por parte de cualquier Estado, cuyo poder no podía ejercerse sin límite 
alguno, ni tampoco valerse de cualquier procedimiento para alcanzar sus objeti-
vos, sin sujeción al Derecho y con desprecio de la dignidad humana. Esto, aun 
cuando se enfrenten a delincuentes cuyas acciones sean graves y por responsables 
que puedan ser los autores de determinados delitos. 
Dijo la Corte que este delito constituye una violación múltiple y continua-
da de distintos derechos que han sido consagrados en la Convención Americana 
de Derechos Humanos. Uno de ellos es la vida, la cual es vulnerada cuando el 
desaparecido es ejecutado en secreto y su cadáver es ocultado con el objeto de 
borrar toda huella material del crimen, para así procurar la impunidad de quienes 
42 La Convención internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas fue 
aprobada en Colombia mediante la Ley 1418 del 1º de diciembre del 2010. Así mismo, en el control automático de 
constitucionalidad, la Corte Constitucional la declaró exequible mediante sentencia C-620 del 18 de agosto del 2011. 
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lo cometieron. También de la libertad, por su privación arbitraria. Del derecho a 
no ser sometido a tratos crueles, inhumanos y degradantes, puesto que a las víc-
timas se les somete a aislamientos prolongados y a la incomunicación coactiva. 
Así mismo, ocasiona daños a la libertad psíquica y moral de las personas. Atenta 
contra la integridad física y el derecho de todo detenido al respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano. 
Por otra parte, la Corte expuso que
la existencia de esa práctica, además, supone el desconocimiento del deber de or-
ganizar el aparato del Estado de modo que se garanticen los derechos reconocidos 
en la Convención [y] relaja las normas mínimas de conducta que deben regir los 
cuerpos de seguridad a los que asegura impunidad para violar esos derechos (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1989).
En la conferencia de Roma, celebrada en julio de 1998, las Naciones Unidas 
adoptaron el Estatuto de la Corte Penal Internacional para el juzgamiento del 
genocidio, de los crímenes de guerra, de los de lesa humanidad y del crimen de 
agresión. Como se dijo anteriormente, se considera que un crimen es de lesa hu-
manidad “cuando se comete como parte de un ataque generalizado o sistemático 
contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque” (ONU, 1998a). 
Al respecto, las Naciones Unidas incluyeron a la desaparición forzada como par-
te de las conductas punibles catalogadas como de lesa humanidad. A través del 
artículo 7.2 del Estatuto de Roma, la definieron como 
la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una organi-
zación política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa 
a informar sobre la privación de libertad o dar información sobre la suerte o el para-
dero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un 
período prolongado (ONU, 1998a). 
En el ámbito nacional, la Corte Constitucional también adoptó el criterio de 
crimen de lesa humanidad para la desaparición forzada, en cuanto reúna los re-
quisitos explicados anteriormente, 
pues se trata de un atentado múltiple contra derechos fundamentales del ser humano 
en cuanto supone la negación de un sinnúmero de actos de la vida jurídico-social del 
desaparecido, desde los más simples y personales hasta el de ser reconocida su muer-







administrativas, y de política para prevenir y erradicar este crimen de lesa humanidad 
(Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-317, 2012).
La desaparición forzada en la legislación de países latinoamericanos
Para las épocas en que se produjeron las desapariciones forzadas de personas en 
Argentina, Brasil, Chile, Perú y Uruguay, no existía en estos países legislación 
sobre dicha materia, sino que, al igual que en Colombia, el tipo penal aplicable 
era el de secuestro. Fueron los movimientos por los Derechos Humanos y la con-
creción de la lucha contra esta práctica inhumana en los instrumentos internacio-
nales aprobados por la ONU, la OEA y el Estatuto de Roma, los que motivaron y 
obligaron a crear la normatividad interna, en los diferentes países, para combatir 
este delito. 
La definición de desaparición forzada de personas, en los países que la han 
establecido internamente como delito, sigue estando muy cercana a la de la legis-
lación internacional, en cuanto se considera que esta conducta es un crimen, por 
acción u omisión, relacionado con los agentes del Estado o los particulares con 
alguna vinculación al mismo. Fue Colombia la que, en razón de su realidad so-
cial, generó una excepción y fue un poco más allá de esta definición, al considerar 
que este delito puede ser cometido por servidores públicos y por particulares, 
tengan o no relación con el Estado o actúen individualmente o por pertenencia a 
cualquier tipo de organización al margen de la ley.
Argentina tuvo un gobierno militar de facto entre 1976 y 1983, época en la 
que se produjeron 8.960 desapariciones forzadas de personas (CONADEP, 1984). 
Para enero del 2007, la Ley 26.200 adoptó el Estatuto de Roma y en su artículo 
2, dispuso que las conductas descritas en ese instrumento, es decir, todos aquellos 
delitos y crímenes que eran competencia de la Corte Penal Internacional, serían 
punibles para la República Argentina. Se estableció así que la desaparición for-
zada tendría una pena de prisión de 3 a 25 años. Y, si ocurriera la muerte, la pena 
sería de prisión perpetua, con imprescriptibilidad de la acción y de la condena. 
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fue incorporado en el Código Penal argentino el artículo 142 ter sobre desapari-
ción forzada de personas43.
En el Código Penal de Brasil no existe tipificación de la desaparición forzada 
de personas, aunque es un país suscriptor de diferentes pactos internacionales. 
Entre estos está la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas44, a la cual se adhirió el 6 de diciem-
bre del 2007 y el 1 de septiembre del 2010 aprobó su instrumento a través del 
Decreto Legislativo No. 661, para ser ratificado en noviembre de ese mismo año 
y, finalmente, en mayo del 2016 promulgar la Convención en el ámbito brasileño. 
También se suscribió al Estatuto de Roma45, el cual fue aprobado por el Congreso 
Nacional en el 2002. Así mismo, hace parte de la Convención Interamericana so-
bre desaparición forzada de personas46 desde el 10 de junio de 1994, la cual fue 
aprobada por el Congreso Nacional brasileño por medio del Decreto Legislativo 
N ° 127 del 11 de abril del 2011, pero tan solo hasta el 2 de marzo del 2014 fue 
depositado el instrumento de ratificación ante la OEA y hasta el 11 de mayo del 
2016 fue promulgada dicha Convención por la Presidente de la República. Este es 
el fundamento jurídico que le obliga a expedir la respectiva normatividad interna, 
particularmente en materia punitiva.
Por su parte, Chile, país en el que al acabar el régimen militar la cifra de 
personas desaparecidas forzadamente ascendía a 3.178, también ha ratificado 
43 Dice el Código Penal Argentino. Art. 142 ter: 
Se impondrá prisión de diez (10) a veinticinco (25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejerci-
cio de cualquier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario público o a la persona o 
miembro de un grupo de personas que, actuando con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, 
de cualquier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este accionar fuera seguido de la 
falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero 
de la persona.
La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima fuere una mujer embarazada, una perso-
na menor de dieciocho (18) años, una persona mayor de setenta (70) años o una persona con discapacidad. 
La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una persona nacida durante la desaparición forzada de su 
madre. La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un tercio del máximo y en la mitad 
del mínimo respecto de los autores o partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida (Código Penal Argentina, 2011). 
44 Para mayor información: http://legis.senado.gov.br/legislacao/ListaPublicacoes.action?id=270028&tipoDocume
nto=DEC&tipoTexto=PUB
45 El Congreso Nacional aprobó el texto mediante el Decreto Legislativo 112 de 6 de junio de 2002, el cual fue pro-
mulgado por el presidente Fernando Henrique Cardoso mediante el Decreto 4.388 de 25 de septiembre de 2002. 
Disponible en: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/2002/D4388.htm.







los instrumentos internacionales antes mencionados. Además, mediante la Ley 
20.357 del 18 de julio del 2009, tipificó en su artículo 6º la desaparición forzada 
de personas como crimen de lesa humanidad47. Antes de ello el tipo penal exis-
tente era el de secuestro o privación ilegítima de la libertad. 
Las desapariciones forzadas en México son generalizadas y la mayoría de 
ellas quedan impunes. No se sabe cuántas hay porque el Estado no ha proporcio-
nado la cifra, pero según el Comité de Naciones Unidas contra la Desaparición 
Forzada son muchas y muy graves, como es el caso de los 43 estudiantes some-
tidos a dicho crimen en septiembre del 2014 en el Estado de Guerrero (ONU, 
2015). Sin embargo, para noviembre del 2016, pese a los esfuerzos de las or-
ganizaciones de Derechos Humanos para que se tipifique esta conducta punible 
mediante una ley general, estos han sido objeto de dilaciones en el legislativo, 
aún bajo los requerimientos de las Naciones Unidas. 
En Perú, entre 1980 y el 2000, se estima que sucedieron 4.414 casos de des-
apariciones forzadas atribuibles al Estado. En el 65% de ellos se desconoce el 
paradero final de las víctimas48. La Ley No. 26.926 del 21 de febrero de 1998, 
mediante el artículo 1º, introdujo el artículo 320 al Código Penal sobre la desapa-
rición forzada de personas como delito de lesa humanidad49. En este, se considera 
que la desaparición forzada de personas solamente puede ser cometida por un 
funcionario público, entendido como aquel que independientemente del régimen 
laboral en que se encuentre, mantiene un vínculo contractual de cualquier natura-
leza con las entidades del Estado (Vélez Fernández, 2004).
Entre 1968 y 1985, en Uruguay se produjeron aproximadamente 192 desapa-
riciones de personas (República Oriental del Uruguay - Secretaría de Derechos 
47 Chile. Ley 20.357 de 2009. Para ver más información: https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1004297. Dice 
el Artículo 6º: 
Incurrirá en pena de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo calificado el que, concurriendo 
las circunstancias descritas en el artículo 1º [requisitos del delito de lesa humanidad] y con la intención de 
sustraer a una persona durante largo tiempo a la protección de la ley, la prive de cualquier modo de su libertad 
física, sin atender a la demanda de información sobre su suerte o paradero, negándola o proporcionando una 
información falsa (Ley 20.357, 2009). 
48 Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación en Perú CVR, 1.2. Desaparición forzada de personas 
por agentes del Estado, T.VI., p. 74, en: http://cverdad.org.pe/ifinal/.
49 Código Penal de Perú. Dice el Artículo 320: “El funcionario o servidor público que prive a una persona de su liber-
tad, ordenando o ejecutando acciones que tengan por resultado su desaparición debidamente comprobada, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince años e inhabilitación”. Esto, conforme al Artículo 36º 
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Humanos, 2015) en manos de agentes del Estado. Esto, principalmente durante 
el régimen dictatorial que existió entre 1973 y 1984. Para el momento no existía 
normatividad penal sobre la desaparición forzada de personas, sino que fue a raíz 
de los instrumentos internacionales ratificados por ese país y en cumplimiento de 
los mismos que se expidió la Ley 18.026 del 25 de septiembre del 2006, la cual 
tipificó, en su artículo 21, la desaparición forzada de personas como crimen de 
lesa humanidad, de ejecución permanente y como delito imprescriptible50 (Ley 
18.026, 2006).
En relación con los tipos penales establecidos en la legislación de Argentina 
y Chile, las descripciones típicas exigen unos elementos de contexto que tienen 
directa vinculación con el crimen de lesa humanidad51. Este es definido, por el 
artículo 7º del Estatuto de Roma, como una serie de hechos sucedidos en el marco 
de un ataque generalizado o sistemático que se realiza con la participación o tole-
rancia del poder público y que es dirigido contra una población civil. No sucede 
lo mismo con la normatividad interna de Perú, Uruguay y Colombia, en la que no 
se hace mención alguna a los elementos de contexto (Ambos & Böhm, 2009). De 
manera que la legislación penal de estos países no exige, además de los elemen-
tos propios del delito, los elementos de contexto. Es decir, se tipifica el delito de 
desaparición forzada sin estos elementos, pero puede cometerse también como 
crimen de lesa humanidad si se reúnen los requisitos exigidos para ello.
La desaparición forzada en la legislación colombiana
La desaparición forzada de personas en Colombia es una conducta que tiene como 
antecedentes las desapariciones que fueron realizadas en la época de la violencia 
50 Ley 18.026 de 2006, con Cooperación de La Corte Penal Internacional en materia de lucha contra el genocidio, 
los crímenes de guerra y de lesa humanidad. Para ver más información ver:http://relapt.usta.edu.co/images/2006-
ley-18026-cooperacion-con-la-corte-penal-internacional.pdf. 
En el artículo 21.1, se establece que, 
el que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o sin serlo contando con la auto-
rización, apoyo o de uno o más agentes del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, seguido de 
la negativa a informar sobre la privación de libertad o el paradero o la suerte de la persona privada de libertad; 
o que omita y se niegue a brindar información sobre el hecho de la privación de libertad de una persona desa-
parecida, su paradero o suerte, será castigado con dos a veinticinco años de penitenciaría (Ley 18.026, 2006).
51 Dice Ambos que el encabezado del artículo 7º del Estatuto de Roma establece el elemento de contexto, o sea, 
“las condiciones bajo las cuales la comisión de algún acto por parte de una persona constituye un delito de lesa 







liberal-conservadora (1948-1958), por motivos de diferencia partidista, así como 
las practicadas a partir de la década del 70 del siglo pasado como mecanismo para 
reprimir la expansión y el auge de la guerrilla, al igual que para perseguir a los 
líderes sindicales, sociales y defensores de Derechos Humanos. 
Pese al gran número de personas desaparecidas, en mayor medida por agentes 
del Estado, así como por grupos narcotraficantes, paramilitares y guerrilleros, los 
gobiernos de la época de los antecedentes nombrados, no promovieron la tipifica-
ción de la desaparición forzada como delito. Por ello, su regulación se mantuvo 
bajo el amparo del delito de secuestro, aunque con muy poca efectividad en las 
investigaciones y resultados por parte de los organismos competentes para ello. 
A raíz de la desmovilización de varios grupos guerrilleros, principalmente del 
Movimiento 19 de Abril −M-19−, la cual se produjo en el proceso acordado con 
el gobierno del presidente Cesar Gaviria y con base en las facultades de estado 
de sitio (Const. 1886, art. 121), se promovió la realización de una Constituyente 
para efectuar una reforma en la Carta Magna, a manera de nuevo pacto social para 
garantizar la paz y la convivencia de los colombianos. La reforma efectivamente 
representó un gran avance normativo en materia de Derechos Fundamentales y, 
particularmente, recogió la preocupación de algunos sectores de izquierda que 
vieron la posibilidad de incluir en ella la prohibición de la desaparición forzada 
de personas, la tortura y los tratos inhumanos y degradantes. 
No obstante las divergencias ideológicas existentes al seno de la constituyen-
te, las diferentes corrientes políticas aceptaron la fórmula general de que “nadie 
será sometido a desaparición forzada, a torturas, ni a tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes” (Const., 1991, art. 12). Este fue un texto general acorde 
con lo establecido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), aunque estos estatutos, 
en el momento de su creación, no establecieron expresamente la desaparición 
forzada como conducta violatoria de los Derechos Humanos. 
En el desarrollo de la norma constitucional, el legislador colombiano trató de 
incorporar en el Código Penal el delito de desaparición forzada, para lo cual tra-
mitó el proyecto de Ley 152 de 1992 (Senado de la República) y el 331 de 1993 
(Cámara de Representantes), en el que se incluyó como sujetos activos, además 
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como es el caso de la guerrilla cuando hace desaparecer personas por conflictos in-
ternos o por tener deserciones o por problemas de mando y seguridad; el narcotrá-
fico cuando utiliza este sistema para saldar cuentas o vengar anteriores ofensas de 
excolaboradores en el negocio; y los paramilitares que tampoco han sido ajenos a 
esta abominable práctica (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-317, 2002).
Sin embargo, el 6 de julio de 1994, el entonces Presidente Cesar Gaviria 
Trujillo objetó dichos proyectos de Ley en los que se tipificaba “como delito de 
lesa humanidad la desaparición forzada de personas y se desarrollan los artículos 
12 y 14 de la Constitución Política” (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia 
C-317, 2002). A criterio del Gobierno, estas disposiciones eran contrarias a los 
artículos 91 y 221 de la Constitución Política. Así, los reproches del Ejecutivo se 
dirigieron contra el artículo 8° del proyecto, en sus incisos tercero y cuarto, los 
cuales prescribían que 
en ningún caso podrá aducirse que las conductas previstas en la presente ley han sido 
cometidas en relación con el servicio, cuando se atribuyan a miembros de la fuerza 
pública en servicio activo [y que] tampoco podrá alegarse como eximente de respon-
sabilidad la obediencia debida. En todo caso quien recibiera la orden podría incurrir 
en alguna de las conductas previstas en la presente ley, teniendo el derecho y el deber 
de no obedecerla (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-317, 2002). 
Antes de que se estableciera la desaparición forzada como delito autónomo, 
el Consejo de Estado, en sus sentencias administrativas, siguiendo la normativa 
constitucional, condenó al Estado imponiendo indemnizaciones por dicha con-
ducta punible. Sostuvo esta Corporación 
que cuando las autoridades en ejercicio de sus funciones retienen a un ciudadano, ad-
quieren la obligación para con él, de una parte, de velar por su seguridad e integridad 
personal [posición de garante], y de otra, la de regresarlo al seno de su familia en si-
milares condiciones a las que se encontraba al momento de ser privado de la libertad, 
todo lo cual implica tratarlo dignamente por su mera condición de persona sin que 
valga alegar excusa alguna como puede ser el hecho de sus antecedentes delictuales 
para vulnerar sin temor a la ley sus derechos fundamentales (Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sentencia 11600, 1997)52. 
52 Ver también: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 2 de 
diciembre de 1996, C. P. Daniel Suárez Hernández, expediente No. 11798, Actor: María Inés Castiblanco Torres. 
Demandado: La Nación, Mindefensa, Policía Nacional y Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia. En el mismo 







Igualmente, estableció como obligaciones de la fuerza pública, respecto a 
los delincuentes que son sorprendidos en flagrancia, el deber de brindarles pro-
tección, de preservar su integridad personal y de no aplicar justicia por la propia 
mano del servidor, por cuanto le 
corresponde a los jueces naturales determinar luego de adelantar la respectiva in-
vestigación, si es del caso absolver o condenar a la respectiva pena al infractor del 
ordenamiento jurídico vigente, en otras palabras, la fuerza pública no está autorizada 
para juzgar ni para sancionar al infractor capturado en flagrancia o en otros eventos 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia 11600, 1997).
Así mismo, señaló que la fuerza pública no puede desconocer, bajo ningún 
pretexto, los Derechos Fundamentales de quienes obran al margen de la ley, ni 
siquiera en el ánimo de conservar o restablecer el orden público o en el cumpli-
miento de otras tareas afines a sus funciones: 
en un Estado de Derecho nada autoriza ni justifica que individuo alguno sea sometido 
a desaparición forzada pues es merecedor de todo respeto por su mera condición de 
persona sea que el sujeto actúe por fuera de la ley o ceñido a ella (Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia 11600, 1997).
La Constitución Política de 1991 prohibió la desaparición forzada de per-
sonas, sin embargo, la conducta no fue tipificada inmediatamente como de-
lito en el Código Penal, aunque constituyó un importante avance normati-
vo. Desafortunadamente, esto no detuvo la realización de dicha conducta en 
Colombia. Lo que sí se puede entender como algo positivo respecto a este suceso, 
es que se adelantó a las legislaciones internacionales de las Naciones Unidas y 
de la OEA, las cuales se produjeron años más tarde; de hecho, incluso hoy sigue 
siendo de mayor alcance jurídico. Finalmente, la legislación penal se ocupó y fue 
el fundamento para que en la reforma del año 2000 (Ley 589 y Ley 599, art. 165) 
se incluyera como conducta punible, con base en la cual se han producido va-
rias condenas importantes en el país (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia 
C-317, 2002)53.
Pilar Navarrete y otros, Demandado: Nación-Ministerio de Defensa - Policía Nacional, Denominación del caso 
“Toma y retoma del Palacio de Justicia - Desaparición Forzada Beltrán Fuentes”.
53 La Corte Constitucional registró la creación de la Ley 589 del 2000 de la siguiente forma: 
En 1997 los Ministros de Relaciones Exteriores y de Justicia y del Derecho presentaron ante el Senado de 
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Finalmente, para la Corte Constitucional la desaparición forzada es un fenó-
meno de carácter universal, que 
puede afectar a quienes desarrollan una labor política, social o cultural a favor o 
en contra de los gobiernos, lo cual pone de presente que constituye un método de 
control político y social acompañado de impunidad y absoluta transgresión de las 
leyes más elementales de convivencia humana (Corte Constitucional, Sala Plena, 
Sentencia C-317, 2002). 
La clasificación del tipo penal
El artículo 165 del Código Penal54 es un tipo de resultado objetivo. De acuerdo 
con la descripción típica exige la privación de la libertad del sujeto pasivo de 
manera efectiva, sea lícita o ilícitamente, seguida de su ocultamiento. El sujeto 
agente puede estar facultado lícitamente mediante orden judicial, o por el estado 
de flagrancia, para privar de la libertad a una persona y aprovechar tal circunstan-
cia para desaparecerla. Las acciones ejecutivas que no logran tal privación de la 
libertad se pueden incriminar a título de tentativa. 
Por otra parte, es un tipo penal de lesión, porque con la conducta se vulnera 
efectivamente la libertad individual en todas sus manifestaciones: física, de loco-
moción, de expresión, de trabajo, de intimidad, de asociación, entre otras. 
tipifica la desaparición forzada de persona y genocidio, se modifica y aumenta la pena para el delito de tortura 
y se dictan otras disposiciones’. El 14 de abril de 1998 el Gobierno Nacional solicitó al Congreso que le diera 
al proyecto trámite de urgencia. 
El 30 de diciembre de 1999 el Gobierno objetó el proyecto. El 22 de marzo el Senado de la República aceptó 
las objeciones presidenciales y la Cámara terminó por acoger el texto aprobado por el Senado, convirtiéndose 
el proyecto en la Ley 589 de 2000 ‘por medio de la cual se tipifica el genocidio, la desaparición forzada, el 
desaparecimiento y la tortura; y se dictan otras disposiciones’ (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia 
C-317, 2002).
54 En el Código Penal de 2000, bajo la Ley 599, se establece lo siguiente: 
Artículo 165. Desaparición forzada. El particular que (perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley) 
someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y 
de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo 
de la ley, incurrirá en prisión de trescientos veinte (320) a quinientos cuarenta (540) meses, multa de mil 
trescientos treinta y tres punto treinta y tres (1333.33) a cuatro mil quinientos (4500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de ciento sesenta (160) a trescientos 
sesenta (360) meses.
A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la determinación o la 
aquiescencia de aquél, y realice la conducta descrita en el inciso anterior (Código Penal, 2000).
La frase “perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley”, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional 







Debido a que la privación de la libertad es una situación antijurídica que se 
mantiene en el tiempo por voluntad del autor, el tipo penal es de ejecución per-
manente. La acción de privación legal o ilegal de la libertad y el posterior ocul-
tamiento implican la consumación de dicha conducta punible. De esta forma, el 
delito se sigue realizando y continúa agotándose, sin importar su duración, hasta 
cuando se abandona la situación antijurídica en las siguientes situaciones: por 
liberación voluntaria o por intervención de la autoridad; por escape de la víctima; 
por deceso de la persona desaparecida.
Dado caso que la persona muera en cautiverio o le sea causada la muerte 
después de la privación de su libertad de locomoción, la situación antijurídica ter-
mina cuando se conoce el paradero de la víctima y se establece su identificación. 
Dice la Corte Suprema de Justicia que, 
sólo cuando efectivamente se conoce la suerte de la persona –para el caso su muerte 
en determinado momento y lugar- cesan esos efectos dañosos del delito que han 
venido prolongándose en el tiempo y es posible, allí sí, señalar que el delito per-
manente ha cesado (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Radicado 
40733, 2013).
Es decir, la situación antijurídica termina cuando el desaparecido ya no per-
manece oculto o escondido, 
no porque haya culminado la situación privativa de su libertad, sino porque cesa el 
deber de información. Desde luego, para el efecto indicado, no basta con que aparez-
ca el cuerpo de una persona, como ocurre con los NN, sino que se tenga certidum-
bre acerca de que el cadáver hallado corresponde al individuo desaparecido, pues 
mientras no haya una identificación adecuada de los despojos mortales, la incógnita 
acerca del paradero de la víctima continúa y la infracción al deber de información por 
parte de los perpetradores también se prolonga (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, Radicado 40733, 2014). 
De igual forma, el tipo penal es pluriofensivo55, ya que, como ha dicho la 
Corte Suprema de Justicia, 
55 La Corte Interamericana de Derechos Humanos, pronunciándose respecto al Caso Bámaca Velásquez vs. 
Guatemala, sentenció que 
la desaparición forzada o involuntaria constituye una violación múltiple y continuada de varios derechos de la 
Convención, pues no sólo produce una privación arbitraria de la libertad, sino que pone en peligro la integridad 
personal, la seguridad y la propia vida del detenido. Además, coloca a la víctima en un estado de completa 
indefensión, acarreando otros delitos conexos” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia 25 
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existe consenso en que la referida conducta delictiva no sólo pretende la des-apari-
ción momentánea o permanente de determinados individuos, sino también un estado 
generalizado de angustia, inseguridad y temor, y por ello resultan vulnerados, entre 
otros, los derechos a la vida, la dignidad humana, el reconocimiento de la personali-
dad jurídica, la libertad, la seguridad, y no ser objeto de torturas ni de otras penas o 
tratos crueles inhumanos o degradantes (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, Radicado 40733, 2014). 
En efecto, la desaparición forzada implica lesiones tanto colectivas como 
individuales. Primero, y en relación con los intereses colectivos, se afectan los 
derechos de la familia, como la dignidad, la convivencia y el derecho de los hijos 
a no ser separados de sus padres. También de la sociedad, al afectar la seguridad 
y la tranquilidad públicas.
Segundo, y primordialmente en relación con los intereses personales, al mo-
mento de la realización de la acción, ultraja la libertad individual como derecho 
fundamental. Así mismo, en su ejecución ofende la dignidad humana y el derecho 
al reconocimiento de la personalidad jurídica, contemplado en el artículo 6º de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el que se estipula el recono-
cimiento de una persona como tal, como sujeto de derechos, por el hecho de exis-
tir; también el derecho a la seguridad (Const. 1991, art. 21) y el derecho a no ser 
objeto de torturas ni de otras penas o tratos crueles e inhumanos y degradantes; el 
derecho a la familia (Const. 1991, arts. 5º y 42); el derecho a la intimidad (Const. 
1991, arts. 15 y 42); el derecho al libre desarrollo de la personalidad (Const. 
1991, art. 16); el derecho a la libre circulación (Const. 1991, art. 24); el derecho 
al trabajo (Const. 1991, art. 25); el derecho a la participación (Const. 1991, art. 
40); el acceso a la administración de justicia y el debido proceso (Const. 1991, 
arts. 229 y 29); y, finalmente, puede concurrir con la lesión del derecho a la vida, 
cuando la muerte es utilizada como medio para que no aparezcan ni el cuerpo ni 
sus restos. De igual manera, puede significar la violación al derecho a la integri-
dad personal o la afectación de otros derechos afines a los anteriores. 
De igual manera, se pronunció la CIDH en el caso Gómez Palomino vs. Perú, en la sentencia del 22 de noviembre 









La conducta típica debe contener los siguientes elementos:
• Sujeto activo: el particular o el servidor público.
• La conducta debe reunir tres requisitos:
 - Someter a otra persona a la privación de su libertad, cualquiera que sea 
la forma. 
 - Conducta posterior: ocultamiento y negativa a reconocer dicha privación, 
así como a dar información sobre su paradero.
 - Sustracción del amparo de la ley. 
El sujeto activo
En este tipo penal sobre la desaparición forzada de personas, la legislación co-
lombiana fue más allá de la legislación internacional, puesto que su cobertura 
no se quedó solamente en los servidores públicos como sujetos activos, sino que 
también abarcó a los particulares, actuaran o no en nombre del Estado. Se puede 
decir que legislativamente se recogió la realidad del país, en el sentido de que un 
mecanismo como el de la desaparición forzada no solamente ha sido empleado 
por agentes del Estado, sino también por particulares en ejercicio delictivo propio 
o perteneciendo a organizaciones al margen de la ley que no tienen, necesaria-
mente, vínculos o relaciones con el Estado. 
Por tanto, se diferencia del artículo 320 del Código Penal peruano, en el cual 
se exige calificación para el sujeto activo, es decir, este debe ser funcionario o 
servidor público. Igualmente, con el artículo 21.1 del Código Penal de Uruguay, 
que exige la calidad de “agente del Estado o sin serlo contando con la autoriza-
ción, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes del Estado” (Senado y Cámara 
de Representantes de la República Oriental del Uruguay, Ley Nº 18.026, 2006). 
También se diferencia de la legislación internacional, particularmente del Estatuto 
de Roma, en el cual los sujetos activos del delito son los agentes de un Estado 
(servidores públicos), los miembros de una organización política, o individuos 
con su autorización, apoyo y aquiescencia.
Sin embargo, una de las preocupaciones del Comité́ contra la desaparición 
forzada de la ONU, radica en que “uno de los elementos esenciales de la defini-
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agentes estatales en la conducta delictiva” (ONU, 2016). Por lo tanto, considera 
que
incluir a actores no estatales en la definición del delito de desaparición forzada diluye 
la responsabilidad del Estado y que la definición amplia de desaparición forzada del 
artículo 165 del Código Penal podría tener consecuencias en otros planos, como por 
ejemplo la falta de claridad en las estadísticas o deficiencias en las búsquedas de per-
sonas desaparecidas e investigaciones penales que requieren métodos y estrategias 
diferenciados (ONU, 2016).
Cabe decir que, evidentemente, en Colombia no son muy claras las cifras 
sobre esta conducta punible y que, de alguna manera, la responsabilidad de los 
agentes del Estado ha quedado encubierta por la de los particulares.
En el país, en el tipo penal original de desaparición forzada, antes del control 
constitucional de la Corte, el sujeto activo era doblemente calificado, en cuanto 
debía ser un particular, que además perteneciera a un grupo armado al margen de 
la ley. Los potenciales sujetos activos de esta conducta eran los guerrilleros, los 
paramilitares, los grupos de “limpieza social”, la delincuencia común y los narco-
traficantes, es decir, personas pertenecientes a organizaciones delictivas que son 
autores de innumerables desapariciones. La Corte Constitucional consideró que 
el hecho de que el particular debiera pertenecer a un grupo armado al margen de 
la ley era inconstitucional, porque reducía significativamente el sentido y alcance 
de la protección general contenida en el artículo 12 de la Carta Política. En efec-
to, este tipo de sujeto activo excluía a otros actores que potencialmente también 
pueden realizar el supuesto fáctico penalizado en la norma. Como señala la Corte 
Constitucional (2002), estos serían: 
• Particulares que no pertenezcan a ningún grupo. Es decir, que realizan el 
hecho punible individualmente o motu proprio.
• Particulares que pertenezcan a un grupo, pero que éste no sea armado.
• Particulares que pertenezcan a un grupo armado, pero que no se encuen-
tre al margen de la ley56.
56 Dijo la Corte: 
Además, según lo ha señalado la jurisprudencia, en el Estado social de derecho, donde la dignidad humana 
ocupa un lugar de privilegio, la facultad de señalar el sujeto activo en relación con los delitos que atenten con-
tra derechos y garantías fundamentales se sustrae del amplio margen de libertad legislativa para la configura-
ción del ordenamiento penal, de manera que sólo la utilización medida, justa y ponderada de la coerción es-







El pronunciamiento de la Corte deja claro que el delito de desaparición forza-
da de personas puede ser cometido por cualquier particular sin ninguna califica-
ción, pertenezca o no a un grupo armado, lo realice individual u organizadamente, 
con aquiescencia o no del Estado. Respecto a esta última expresión, aquiescencia, 
es utilizada como conducta predicable del servidor público (sujeto activo) bajo la 
modalidad de comisión por omisión. Este servidor es quien, sin haber participado 
en la privación de la libertad de la persona, conoce y consiente el hecho, expresa 
o tácitamente. También es quien acepta la decisión tomada, por un particular o 
por otro servidor público, de desaparecer a una persona. 
Se trata de una omisión en que el servidor público infringe el deber de protec-
ción del bien jurídico tutelado, es decir, elude las responsabilidades de su cargo 
y su competencia funcional de impedir la lesión de los derechos de otras per-
sonas. Esto, en la medida en la que tenga posición de garante, como se expresó 
anteriormente al hablar de dicha figura. Pero si el servidor público no tiene dicha 
posición y tiene conocimiento de la comisión del delito de desaparición forzada, 
igualmente está obligado a denunciarlo. En el caso de que no lo haga, su omisión 
constituye un delito a la luz del artículo 417 del Código Penal colombiano, con 
una pena benigna de multa y pérdida del empleo. Si quien omite la denuncia es 
un particular, la pena es de tres a ocho años por disposición del artículo 441 del 
mismo estatuto.
Autoría y participación 
La descripción típica de la desaparición forzada no exige pluralidad de personas 
en la realización de esta conducta punible, por lo que el sujeto activo puede ser 
singular (monosubjetivo). Cuando un individuo realiza, por sí solo, todos los ele-
mentos del tipo penal, se le califica como autor. 
Es pues evidente que la tipificación del delito de desaparición forzada en la norma impugnada, como instru-
mento para hacer efectiva la garantía consagrada en el artículo 12 Fundamental, resulta ser insuficiente en 
cuanto al sujeto activo pues primero del artículo 165 del Código Penal sólo penaliza al particular que pertene-
ce a un grupo armado al margen de la ley, excluyendo injustificadamente de tipificación la conducta de otras 
personas que potencialmente pueden cometer dicho ilícito. 
Por todo lo anterior, es claro que la calificación del sujeto activo que está consignada en el inciso primero de 
la norma bajo revisión para el delito de la desaparición forzada resulta a todas luces inconstitucional, y en 
consecuencia, la Corte procederá a declarar la inconstitucionalidad de las expresiones ‘perteneciendo a un 
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Aunque comúnmente este delito es cometido por un grupo de personas que se 
une temporalmente o con vocación de permanencia para esos fines, también pue-
de suceder que un solo autor lo realice. En la experiencia colombiana, en su ma-
yoría, las desapariciones forzadas son realizadas por organizaciones armadas al 
margen de la ley, como paramilitares o guerrilleros, por agentes del Estado y por 
organizaciones ilegales que se han entronizado dentro de organismos del Estado 
para la comisión de este tipo de delitos o de otros más. Cuando es un grupo el 
que interviene en esta conducta punible, se presenta un concurso de personas que 
comprende tanto la autoría como la participación criminal.
Por norma general (Código Penal, 2000, art. 29) y por el tipo especial (Código 
Penal, 2000, art. 165), existe la posibilidad de que el servidor público actúe como 
autor o como partícipe. A continuación las modalidades:
a. El servidor público puede actuar como autor inmediato o directo cuando 
realiza por sí mismo la conducta punible. En este caso es quien ejecuta 
por su propia mano todos los elementos del tipo penal y es el único cau-
sante de la desaparición de otras personas. Se prevé un verdadero domi-
nio del hecho por acción en el que hay una relación de pertenencia y, por 
ello, no existe la posibilidad de atribuírsela a otra persona. 
b. El servidor público puede actuar como autor mediato, es decir, utilizando 
a otro sujeto como instrumento para la comisión de la desaparición for-
zada; este puede ser otro servidor público o un particular (Código Penal, 
2000, art. 29). En este caso, el servidor público es la persona que está 
detrás del ejecutor material, por lo que es denominado sujeto de atrás, 
es decir, es quien ejerce el influjo o el dominio de la voluntad sobre la 
persona a la que utiliza como instrumento. La característica fundamental 
de la autoría mediata, para diferenciarla de la determinación, reside en 
que el ejecutor actúa de manera “atípica, justificada o sin culpabilidad” 
(Hernández Esquivel, 2002, p. 274), porque está subordinado al sujeto 
de atrás por coacción, error, orden legítima de autoridad competente o 
incapacidad de culpabilidad, en el caso de la utilización de inimputables.
La coacción se puede dar cuando el servidor público, prevalido a través 
de violencia física o moral, por ejemplo al tener bajo amenaza de muerte 
al instrumento o a algún miembro de su familia, la obliga a privar de la 







reconocer dicha privación o de dar información sobre el paradero de la 
víctima, sustrayéndola del amparo de la ley. En este caso el servidor pú-
blico se adueña y coarta la voluntad de otra persona hasta el punto en que 
resulta insuperable para el coaccionado y, por ello, le obliga a la realiza-
ción de la conducta punible. Existe, entonces, un dominio de la voluntad 
por parte del sujeto de atrás, que no le deja otra alternativa al instrumento, 
sino la de ejecutar materialmente la desaparición forzada de la víctima. 
c. El servidor público puede ser partícipe en calidad de determinador57, tam-
bién llamado instigador, es decir, puede inducir, persuadir, convencer o 
provocar dolosamente a otra persona para tomar la resolución de realizar 
la conducta punible de desaparición forzada.
Un ejemplo de ello puede ser que mediante la persuasión por identidad 
ideológica o por una remuneración económica, el servidor público hace 
que alguien más tome la decisión de ejecutar la conducta punible o le 
induce a desaparecer forzadamente a la víctima. El particular o servidor 
público que ejecuta la acción, responde como autor y el servidor público 
que realiza el influjo responde como determinador. Los dos son someti-
dos a la misma pena, por disposición especial del artículo 165 del Código 
Penal y de la norma general consagrada en el artículo 30, que a su letra 
dice: “quien determine a otro a realizar la conducta antijurídica incurrirá 
en la pena prevista para la infracción” (Código Penal, 2000).
d. El servidor público aquiescente es el que autoriza, acepta, aprueba o con-
siente la desaparición forzada (comisión por omisión), razón por la cual 
responde penalmente debido a que es garante de Derechos Fundamentales.
e. También se puede presentar la coautoría, cuando mediando un acuerdo en 
común, dos o más personas actúan con división del trabajo criminal para 
la desaparición forzada. 
57 Ha dicho la Corte Suprema de Justicia que
en la determinación que se presenta en los casos del mandato, asociación, consejo, orden no vinculante, 
coacción superable, se requiere la presencia de una comunicación entre determinador y determinado, de 
manera que entre ellos se establezca una relación en virtud de la cual el determinador sabe que está llevando 
al determinado a la realización de conducta punible y éste actúa con conciencia de lo que está haciendo y de 
la determinación (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de junio 3 de 1983). 
Para Mir Puig “Inducción es la causación objetiva y subjetivamente imputable, mediante un influjo psíquico 
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De hecho, el particular también puede desempeñar cualquier papel: puede 
actuar como autor inmediato o directo, autor mediato (sujeto de atrás), coau-
tor, determinador o cómplice. Por otra parte, el Comité contra la desapari-
ción forzada llamó la atención por la ausencia de una disposición penal es-
pecífica acerca de la responsabilidad del superior jerárquico (ONU, 2016). 
El sujeto pasivo
Conforme lo describe la norma, es la persona titular del bien jurídico protegido 
por el tipo penal, el cual es hipotéticamente puesto en peligro o lesionado por la 
conducta del sujeto activo. El sujeto pasivo puede ser indeterminado, cuando el tipo 
penal no le exige ninguna calidad especial, o puede ser determinado, cuando sí se la 
exige, como es el caso de la desaparición forzada agravada, la cual debe recaer so-
bre servidores públicos, periodistas, comunicadores, defensores de los Derechos 
Humanos, entre otros (Código Penal, 2000, art. 166).
Como titular del bien jurídico de la libertad individual, el sujeto pasivo puede 
ser cualquier persona que se encuentre viva en el momento de la acción, inde-
pendientemente de su condición personal, edad, sexo, raza, origen nacional o 
familiar, posición social, religiosa, filosófica, ideológica o política, imputable o 
inimputable. Sea consciente o no de su libertad individual o de la pérdida de la 
misma, por ser este bien jurídico inherente a todo ser humano, la desaparición 
forzada puede recaer sobre el niño, el adolescente, el demente y el embriagado 
por el alcohol o por la utilización de cualquier sustancia que altere la capacidad 
de comprensión. También pueden ser sujetos pasivos de esta conducta las perso-
nas sospechosas de haber cometido un delito o quienes efectivamente lo hayan 
realizado, sin que la condición de delincuente justifique, social o penalmente, la 
desaparición forzada.
La conducta
Todo tipo penal está influido por uno o varios verbos rectores o determinadores, 
los cuales definen el comportamiento del sujeto agente, es decir, de quien realiza la 
acción o la omisión.
El tipo penal de desaparición forzada de personas está determinado por el ver-







vencer, reducir, subordinar, supeditar, avasallar o sustraer a otra persona. Se trata 
de una conducta que es “forzada”, es decir, que es ejecutada contra la voluntad 
de la víctima, tanto en el momento de la realización del verbo someter, así como 
cuando se ejecuta su ocultamiento. 
Para ello se puede utilizar la violencia física o moral (dominio físico y psíqui-
co de la persona), o el engaño58. Este último implica la sustracción mediante un 
ardid o artificio, que inhabilita temporal y psicológicamente a la persona, quien 
no puede comprender la pérdida de su libertad. Dicha situación también entraña 
una acción arbitraria e injustificable, aunque en ese momento la víctima no tenga 
conciencia de la violación de su bien jurídico. 
Sin embargo, puede suceder que inicialmente la privación de la libertad de la 
persona por parte de la autoridad sea legal y en el transcurso se torne ilegal. Por 
ejemplo, si en el caso de comisión de un delito en flagrancia, el autor es privado 
de la libertad, pero luego es desaparecido, sin que se le dé noticia a la familia 
sobre su paradero, se tipifica objetivamente la desaparición forzada. 
El tipo penal de desaparición forzada señala que la privación de la libertad de 
una persona puede darse “cualquiera sea la forma”. Esto permite deducir que son 
indiferentes los procedimientos y medios que se utilicen para obtener dicha res-
tricción, es decir, que puede ser legal o ilegal; con violencia o sin ella; con engaño 
o mediante el ejercicio de un procedimiento legal; aprovechándose de cualquier 
situación de indefensión o colocando a la víctima en condición de inferioridad. 
Todo esto da lugar a la sustracción material y jurídica de la persona. 
La sustracción material se realiza con la privación física de la libertad del 
sujeto pasivo. La sustracción jurídica 
se manifiesta con la negativa a informar el paradero o la situación jurídica del sujeto. 
[Esto] no requiere que en el caso en concreto se logre entorpecer, dificultar o impedir 
la imposición de recursos legales o de garantías procesales en favor del sujeto (v. gr., 
habeas corpus) (Meini, 2009, p. 121).
58 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 19 de marzo del 2014, Radicado 40733, M.P. 
María del Rosario González. En otra providencia dice la Corte sobre el engaño: 
Puede precisarse igualmente que dentro de tales procederes restrictivos de la libertad también está el engaño 
o ardid sobre la víctima, pues al ser inducida en error se coarta la posibilidad de decidir libremente como ser 
dotado de razón en su condición de persona, con mayor razón si el artificio las más de las veces la condu-
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El perfeccionamiento de la conducta 
Las preguntas son: ¿en qué momento se le considera a una persona desaparecida 
forzadamente? ¿Cuál es el momento de perfeccionamiento del delito? 
El tipo penal de desaparición forzada de personas es de doble resultado, por-
que exige la privación efectiva de la libertad y además la ocultación física de la 
persona. Si el sujeto agente no logra ocultar a la víctima, siendo esta su finalidad, 
se tipifica como tentativa de delito. En cambio, el perfeccionamiento o consuma-
ción del delito se logra, primero, con el sometimiento que se realiza mediante la 
privación efectiva de la libertad; segundo, logrando el ocultamiento de la perso-
na; y, tercero, al negarse “a reconocer dicha privación o [a] dar información sobre 
su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley”59 (Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, Radicado 40733, 2014), como lo indica el tipo penal. 
Para el perfeccionamiento de la conducta debe existir el ocultamiento físico 
de la víctima, aunque se niegue el reconocimiento de la privación de la libertad 
o no se suministre información, sea porque nadie preguntó o porque el actor no 
lo exteriorizó. Ocultar es situar a una persona en un lugar en donde no pueda ser 
vista, con el objetivo de que no se pueda saber su paradero y situación. Es escon-
derla utilizando cualquier medio o mecanismo como el disfraz, la modificación 
de sus rasgos físicos o el camuflaje. El ocultamiento también puede ser moral, 
cuando no se reconoce la privación de la libertad o no se da información sobre el 
paradero de la víctima. 
Es cierto que los servidores públicos están obligados a dar información sobre 
la privación de la libertad de una persona, así como de su paradero. Pero los suje-
tos activos que son particulares no tienen dicha obligación constitucional o legal, 
ni tampoco la de autoincriminarse (López Díaz, 2009). Como afirma Claudia 
López (2009), no por ello el delito de desaparición forzada se convierte en se-
cuestro. La Corte Constitucional ha dicho que 
debe entenderse que la conjunción ‘y’ no exige que para cometer la infracción el 
particular deba ser requerido, sino que basta solamente la falta de información o de 
59 Dice la Corte: 
el delito de desaparición forzada de personas es permanente, no porque se cometa mientras la víctima se 
encuentre privada de su libertad, sino porque sigue consumándose durante todo el tiempo en el que sus cap-
tores no den razón de ella (su paradero con vida o la ubicación de su cadáver), nieguen su privación de liber-







la negativa a reconocer la privación de la libertad, por cuanto según el artículo 33 
superior los particulares no están obligados a autoincriminarse (Corte Constitucional, 
Sentencia C-317, 2002). 
Igualmente, se debe tener en cuenta que la Corte condicionó la exequibilidad 
del inciso primero del artículo 165 del Código Penal, bajo el “entendido que no es 
necesario el requerimiento para dar información o […] la negativa a reconocer la 
privación de la libertad, sino que basta la falta de información sobre el paradero 
de la persona” (Corte Constitucional, Sentencia C-317, 2002). También, es sufi-
ciente con que se suministre información equívoca sobre la ubicación de quien ha 
sido privado de la libertad. El servidor público que detiene a una persona está en 
la obligación de dar a conocer dicha situación al sistema penal, de darle la opor-
tunidad al capturado para que le informe a su familia acerca de su captura y de 
nombrar un abogado para su defensa. El solo hecho de no hacerlo o de no permitir 
el ejercicio de los derechos del capturado tipifica “la negativa a reconocer dicha 
privación o de dar información sobre su paradero, sustrayendo [a la persona] del 
amparo de la ley” (Corte Constitucional, Sentencia C-317, 2002).
La sustracción del sujeto pasivo del amparo de la ley 
Toda persona está en la obligación de respetar la libertad de las demás y, sumado 
a esto, los servidores públicos están en la obligación de proteger esa libertad por 
mandato de los instrumentos internacionales y de la Constitución Política, los 
cuales establecen y amparan este derecho universalmente reconocido. 
La sustracción es un elemento normativo del tipo penal de desaparición forza-
da, que se refiere al apartamiento de la víctima de la protección de la ley. Sustraer 
significa separar a la persona privada de la libertad del espacio u órbita en donde 
desarrolla normalmente sus actividades. Realmente el elemento de sustracción 
del amparo de la ley sobra en el tipo penal, porque la conducta de privación de la 
libertad, desde el momento en que sea arbitraria, entraña de por sí una violación a 
la ley y tiene el correlativo de desprotección legal. Es una forma reiterativa de la 
ilicitud de la conducta. De hecho, en todos los tipos penales, está implícito hablar 
de la sustracción del amparo de la ley. Por ejemplo, al atacarse el bien jurídico de 
la vida, el sujeto activo sustrae a la víctima del amparo legal de la vida; cuando 
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como de su poseedor o tenedor de su disfrute; cuando se secuestra, se sustrae al 
individuo del amparo legal de la libertad física, de locomoción y de otras liberta-
des individuales. 
El elemento normativo “sustracción del amparo de la ley”, contenido en el 
tipo penal de desaparición forzada del Código Penal colombiano y que fue co-
piado de la legislación internacional, implica que se le impide a la persona o a 
sus familiares el obtener debida protección judicial o el ejercicio de los recursos 
legales y de las garantías procesales pertinentes (ONU, 2009). Este elemento se 
puede considerar como una ratificación del derecho que tienen las personas pri-
vadas de la libertad, por parte de las autoridades del Estado, a poder acceder a la 
administración de justicia. En el supuesto de hecho se introduce un elemento de 
la antijuridicidad que indica la contrariedad de la acción con el Derecho, que de 
suyo está incito en todo tipo penal.
Ya que la libertad es un derecho consustancial a toda persona, el amparo de 
la ley debe cobijar también a los que no actúan dentro del marco de la legalidad. 
Por ello, los delincuentes solamente pueden ser privados de la libertad por virtud 
de orden judicial o en caso de flagrancia, pero no pueden ser ocultados de sus 
familiares y deben tener las garantías de una investigación y un juicio en los que 
se permita el derecho a la defensa y al debido proceso.
El objeto material personal 
El objeto de la acción u objeto material es de naturaleza personal. Es decir, la ac-
ción recae sobre la persona sometida a la privación de su libertad y a la posterior 
ocultación. En este tipo penal el sujeto pasivo (titular del bien jurídico) y el objeto 
material coinciden en la persona sobre quien recae la acción.
La posición de garante en la desaparición forzada 
A partir de la formulación realizada por el profesor Roxin, en la dogmática mo-
derna existe una distinción entre delitos de dominio y delitos de infracción del de-
ber. En los primeros se incumplen uno o varios mandatos generales por cualquier 
persona, mientras que en los segundos son grupos especiales los que incumplen 
mandatos específicos. Un ejemplo de estos grupos son los servidores públicos, 







acción u omisión, sin que importe la magnitud de la participación externa en el 
resultado o en el dominio del hecho (Roxin, 2014). Esta distinción trae conse-
cuencias en relación con la autoría y la participación en la desaparición forzada, 
cuando el servidor público es aquiescente y es otra persona la que realiza directa-
mente la conducta (servidor público o particular), por infracción al deber jurídico 
de protección.
El servidor público es aquiescente (comisión por omisión) cuando consiente 
en forma expresa o tácita la realización de la desaparición forzada por parte de 
un particular o de otro servidor público. Para esto debe conocer o inferir, previa o 
concomitantemente que se va a realizar la desaparición forzada de una persona y 
que existe una situación de peligro para el bien jurídico de la libertad individual.
Generalmente, en los delitos de comisión por omisión, el sujeto activo no 
aparece explícitamente determinado. En el tipo de desaparición forzada, la con-
ducta omisiva (aquiescencia simple) se le atribuye expresamente al servidor pú-
blico, puesto que al infringir dolosamente su deber adquiere el título de autor. 
Esta forma expresa no se convierte en omisión propia, porque se está frente a un 
tipo penal de resultado y no de mera conducta, lo cual admite la tentativa. 
Las omisiones impropias pueden también estar explícitamente descritas, 
“pues no es posible hablar de tipificaciones no expresas y, en cualquier caso, afir-
mar que no se hallan tipificadas, implica estimar que en su punición inciden con-
sideraciones de analogía contra reo, lo que no resulta admisible” (Silva Sánchez, 
1986, p. 323). Además, no existe un buen grado de determinación o concreción 
de la conducta (buen grado de precisión), lo que obliga a 
acudir a una norma de la parte general (cláusula general, entre nosotros artículo 25) 
para formar el tipo penal correspondiente. Esta cláusula general se le conoce como 
un tercer dispositivo amplificador del tipo (al lado de la tentativa y la participación)” 
(Forero, 2002, p. 29).
Partiendo de lo anterior, en cuanto al servidor público se deben hacer dos 
distinciones. Por una parte, están los servidores públicos que tienen el deber ju-
rídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica. Cuando no 
lo llevan a cabo, estando en la posibilidad de hacerlo, concurren en la realización 
del hecho por la connivencia con el sujeto activo del delito (Código Penal, 2000, 
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por omisión (omisión impropia). En ese caso los servidores públicos son garantes 
frente a una determinada fuente de riesgo dentro de su ámbito de dominio. Al no 
cumplir con su deber responden como si hubieren causado el resultado y quedan 
sujetos a la pena contemplada en la respectiva norma penal. 
En segundo lugar, está el caso de los servidores públicos que no tienen el 
deber jurídico de impedir la desaparición forzada (no tienen la competencia). 
Cuando conocen que se va a afectar de esa manera la libertad individual de una 
persona y no están en la posibilidad de evitarlo, tienen el deber de informar inme-
diatamente a la autoridad correspondiente. Si cumplen con esto no concurren en 
la realización del tipo de desaparición forzada. Si faltan a esto, incurren en omi-
sión propia de la denuncia, como se indicó anteriormente (Código Penal, 2000, 
art. 417)60.
En lo que se refiere al secuestro, por su similitud con la desaparición forzada, 
cuando una persona que tiene el deber jurídico concreto de obrar para impedir 
que se produzca un resultado típico que es evitable y no lo hace, tiene posición 
de garante de acuerdo con el artículo 25 del Código Penal. De hecho, para la 
Corte Constitucional (Sentencia SU-1184, 2001), en lo que concierne a delitos de 
lesa humanidad (entre los que caben el secuestro y la desaparición forzada), o a 
aquellos que impliquen graves violaciones a los Derechos Humanos, se aplica la 
posición de garante. Esto, sin importar la forma de intervención en el delito (auto-
ría o participación) o el grado de ejecución del mismo (tentativa o consumación).
Las estructuras internas de la imputación no modifican la naturaleza del delito 
realizado. Es decir, estas no cambian porque el interviniente (para el caso, quien 
omite) se limite a facilitar la comisión de un hecho principal o porque no alcance 
a la consumación del hecho61. No obstante, se debe tener en cuenta que si es una 
organización criminal o cualquier particular el que 
60 En concordancia con el art. 441, modificado por el artículo 17 de la Ley 1121 del 2006.
61 Dice la Corte Constitucional: 
En efecto: i) el autor y el participe intervienen en un hecho único, porque el destinatario de la imputación es 
el colectivo que lo realiza; el cómplice y el determinador no realizan un injusto autónomo, porque el delito 
efectuado les pertenece a todos en conjunto. La diferencia entre autoría y participación es cuantitativa y no 
cualitativa; ii) en la tentativa por omisión –el garante retarda dolosamente la acción de salvamento o ésta no 
hubiera evitado la producción del resultado- el injusto del hecho sólo se diferencia de la consumación cuanti-
tativamente -por el grado de desarrollo de la infracción de la norma- porque también exige los elementos de la 
imputación del delito consumado: la creación del riesgo jurídicamente desaprobado y la realización del riesgo 







priva de la libertad a una persona y la traslada al territorio bajo su control, o la man-
tiene en él, al cual el Estado no tiene acceso y por tanto sus recursos se ven bloquea-
dos, la estructura típica será de comisión y no de incumplimiento del deber (Ambos 
& Böhm, 2009, p. 247).
Las circunstancias específicas de agravación punitiva
El tipo penal (Código Penal, 2000, art. 166) fija un aumento en las penas princi-
pales de prisión, multa e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas (privativa de otro derecho) cuando se tipifica alguna de las circunstan-
cias específicas de agravación de la conducta62. 
de la conducta realizada (la grave violación a los derechos humanos). Es decir, en todos los casos menciona-
dos hay unidad del título de imputación.
Lo anterior no implica desde luego que verificada la posición de garante se estructure inmediatamente la respon-
sabilidad, porque ésta presupone la reunión de todos los elementos del delito, a saber: tipicidad, antijuridicidad 
y culpabilidad. Bien puede acontecer que el garante (a quien se le imputa un delito de lesa humanidad) no sea 
responsable penalmente por ausencia de dolo (no conocía el riesgo concreto para los bienes jurídicos) o impru-
dencia (el riesgo para los derechos fundamentales no le era cognoscible), o que exista un estado de necesidad 
justificante por colisión de deberes (frente a dos agresiones simultaneas a sectores de la población, sólo podía 
proteger una sola), etc. (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia SU-1184, 2001). 
62 Circunstancias de agravación punitiva, penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 del 2004, a partir del 
1 de enero del 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente: 
La pena prevista en el artículo anterior será de cuatrocientos ochenta (480) a seiscientos (600) meses de 
prisión, multa de dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2666.66) a siete mil quinientos 
(7500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses, siempre que concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:
1. Cuando la conducta se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción.
2. Cuando la conducta se cometa en persona con discapacidad que lo impida valerse por sí misma.
3. Cuando la conducta se ejecute en menor de dieciocho (18) años, mayor de sesenta (60) o mujer 
embarazada.
4. [Numeral modificado por el artículo 3 de la Ley 1309 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:] Cuando 
la conducta se cometa, por razón de sus calidades, contra las siguientes personas: servidores públicos, 
comunicadores, defensores de derechos humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popu-
lar, dirigentes o miembros de una organización sindical (legalmente reconocida), políticos o religiosos, 
contra quienes hayan sido testigos de conductas punibles o disciplinarias, juez de paz, o contra cual-
quier otra persona por sus creencias u opiniones políticas o por motivo que implique alguna forma de 
discriminación o intolerancia. [La frase “legalmente reconocida” fue declarada inexequible por la Corte 
Constitucional. Sentencia C-472 de 23 de julio de 2013]. 
5. Cuando la conducta se cometa por razón y contra los parientes de las personas mencionadas en el numeral 
anterior, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.
6. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado.
7. Si se somete a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes durante el tiempo en que permanezca 
desaparecida, siempre y cuando la conducta no configure otro delito.
8. Cuando por causa o con ocasión de la desaparición forzada le sobrevenga a la víctima la muerte o sufra 
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Dichas circunstancias se pueden agrupar bajo los siguientes aspectos:
• Por la calidad especial del servidor público como sujeto activo que ejerce 
autoridad o jurisdicción. 
• Por el estado, condición o calidad del sujeto pasivo. 
• Por el vínculo de parentesco, de cónyuge o compañero(a), con el sujeto 
pasivo calificado.
• Por el móvil del sujeto activo.
• Por la propiedad del Estado sobre los medios utilizados.
• Por los tratos realizados sobre la víctima o su cadáver. 
• Por las consecuencias de la desaparición forzada.
a. La conducta la realiza el servidor público que ejerce autoridad o juris-
dicción. Cuando el servidor público ejerce autoridad o jurisdicción, el comporta-
miento se agrava en razón de la mayor facilidad que tiene para actuar prevalido 
de cualquier orden, para someter, engañar o reducir la voluntad de la víctima y 
perpetrar la desaparición (Código Penal, 2000, art. 166).
Por autoridad se debe entender que el servidor público, además de su cargo 
oficial, está investido del poder real y legítimo otorgado por el Estado, para ejercer 
facultades decisorias que entrañan dirección, mando, jerarquía y, a su vez, subordi-
nación. Por ejemplo, las facultades que puede ejercer sobre la policía con el objeto 
de garantizar el cumplimiento de la ley, la vigilancia y la protección de los bienes 
jurídicos de las personas, sin embargo, el servidor utiliza el poder que le ha sido 
otorgado para desaparecer a una persona. 
Por jurisdicción (término derivado de la expresión latina jusdicere o jurisdictio-
ne), se entiende el poder juzgar y aplicar las leyes, así como la facultad de mandar y 
de ejercer la coacción y la coerción que dimana del Estado en determinado ámbito 
o territorio. Joaquín Escriche lo define como “el poder o la autoridad que tiene al-
guno para gobernar y poner en ejecución las leyes; y especialmente, la potestad de 
que se hallan revestidos los jueces para administrar justicia” (Escriche, 1991b, p. 
558) dentro de determinado ámbito del Derecho o de naturaleza territorial. Lo que 
agrava la conducta es que ese poder sea utilizado de manera arbitraria para realizar 
la desaparición forzada de una persona.
9. Cuando se cometa cualquier acción sobre el cadáver de la víctima para evitar su identificación posterior, o 







b. Por el estado, condición o calidad del sujeto pasivo. La conducta se agra-
va cuando el sujeto pasivo está en una condición o estado que lo coloca en cir-
cunstancias de inferioridad o indefensión frente al sujeto activo. Estas pueden ser 
la discapacidad, la edad (menor de edad o adulto mayor) y el embarazo. También 
hace referencia a ciertas calidades del sujeto pasivo, como que sea periodista 
o sindicalista y que estas sean el motivo para que el agente cometa el delito de 
desaparición forzada.
1. Cuando la conducta se comete contra una persona con una discapaci-
dad que le impide valerse por sí misma (Código Penal, 2000, art. 166, num. 2º). 
Se refiere a las personas que tienen alguna limitación física o mental, que no les 
permite satisfacer por sí mismas cualquiera de sus necesidades físicas y/o mate-
riales, tales como trasladarse de un lugar a otro por sus propios medios, comer sin 
ayuda de otra persona o realizar sus necesidades fisiológicas sin intervención de 
nadie. Si no tienen la capacidad para valerse por sí mismas, mucho menos podrán 
ejercer resistencia frente a la privación de su libertad, así como tampoco podrán 
defenderse de la agresión de la que son objeto.
2. Por la edad de la persona o porque está en estado de embarazo (Código 
Penal, 2000, art. 166, num. 3º). La conducta del actor se agrava cuando se ejecuta 
sobre un menor de dieciocho años, un mayor de sesenta años o una mujer en estado 
de embarazo. Esta consideración la hizo el legislador porque en estas personas se 
genera un mayor riesgo, sumado a que el sujeto activo se aprovecha del estado de 
indefensión de la víctima.
3. Cuando la conducta se comete en razón de la calidad del sujeto pasivo 
(Código Penal, 2000, art. 166, num. 4º y 5º). Como lo plantea la norma, en estos 
casos la desaparición forzada de una persona ha sido motivada por sus calidades, 
por ejemplo, la de defensor de Derechos Humanos. Es decir, esta condición es la 
razón de que el actor cometa el delito. Si el agente no está motivado por la calidad 
del sujeto pasivo, no se tipifica el agravante. Según la modificación introducida 
por el artículo 3 de la Ley 1309 del 2009, la calidad especial exigida es en relación 
con las siguientes personas: servidores públicos, comunicadores, defensores de 
Derechos Humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, diri-
gentes o miembros de una organización sindical (legalmente reconocida63), polí-
63 La frase “legalmente reconocida” fue declarada inexequible por la Corte Constitucional. Sentencia C-472 de 23 de 
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ticos o religiosos, quienes hayan sido testigos de conductas punibles o discipli-
narias y los jueces de paz. Para efecto de este agravante es tan amplia la relación 
de los sujetos pasivos, que las posibilidades de que se tipifique la desaparición 
forzada simple se reducen considerablemente a quienes por descarte no tengan 
alguna de estas calidades.
En el 2009 se introdujo, a través del artículo 3º de la Ley 1309 de ese año, una 
modificación al numeral 4 del artículo 166 de la Ley 599 del 2000. Esta respondía a 
un cambio en la expresión “dirigente sindical”, la cual fue sustituida por “dirigentes 
o miembros de una organización sindical legalmente reconocida”. Dicha modifi-
cación llevó a plantear si la expresión “legalmente reconocida” significaba que la 
protección de los dirigentes sindicales, contra la desaparición forzada, debía te-
nerse en cuenta únicamente cuando el delito afectase a miembros de organizacio-
nes sindicales legalmente inscritas, excluyendo a los dirigentes de las que estaban 
en proceso de reconocimiento y cuya personería jurídica no había sido otorgada. 
Frente a esto, la Corte Constitucional decidió que la expresión “legalmente reco-
nocida” es “ambigua –lo que afecta el principio de taxatividad en materia penal- y 
puede dar lugar a interpretaciones de diferente tipo, algunas contrarias al derecho 
de asociación sindical” (Corte Constitucional, Sentencia C-472, 2013) y por tanto 
declaró su inexequibilidad.
c. Por el vínculo de parentesco, de cónyuge o compañero(a), con el sujeto 
pasivo calificado. El parentesco es otra de las causales que agrava la desaparición 
forzada de personas. Esto, cuando la conducta se comete contra los parientes de 
las personas con ciertas calidades especiales, las cuales están relacionadas en el 
numeral 4º del artículo 166 del Código Penal. Ocurre hasta el segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
El legislador omitió al cónyuge o a la cónyuge y al compañero o a la compañera 
permanente, quienes no son parientes entre sí, pero tienen “fuertes y estrechos 
vínculos jurídicos y afectivos”, lo que constituye el fundamento para agravar la 
conducta. Por ello, no existe “razón suficiente para ignorar el hecho evidente, 
reconocido por el artículo 42 Superior [que] cumplen un papel fundamental y 
determinante en la conformación de la familia” (Corte Constitucional, Sala Plena, 








que dicha omisión legislativa era relativa y a todas luces inconstitucional y que 
con el objetivo tanto de preservar los derechos constitucionales omitidos con la 
disposición, así como para eliminar la discriminación que genera, declaró la exe-
quibilidad condicionada del numeral 5º del artículo 166 de la Ley 599 del 2000. 
Así, concluyó que 
la circunstancia de agravación punitiva allí contemplada se extiende cuando la vícti-
ma de desaparición forzada es el o la cónyuge o el compañero o la compañera perma-
nente de las personas aludidas en el numeral 4º de la citada disposición legal (Corte 
Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-100, 2011).
d. Por el móvil del sujeto activo (Código Penal, 2000, art. 166, num. 4º). 
El legislador incluyó como causal específica de agravación, algunos motivos del 
sujeto activo al realizar la desaparición forzada de una persona. Estos tienen que 
ver con las creencias u opiniones políticas (ideología política o credo religioso, 
militancia en una organización política o partidista) y cualquier forma de discri-
minación o intolerancia por raza, nacionalidad, identidad de género y sexualidad. 
e. Por la propiedad del Estado sobre los medios utilizados (Código Penal, 
2000, art. 166, num. 6º). Si los medios, en general muebles (armas, vehículos…) 
o inmuebles, utilizados para la ejecución de la desaparición forzada de una per-
sona son propiedad del Estado, la conducta se agrava, porque los bienes estatales 
deben estar en función del bienestar de la sociedad y de las personas en particular 
y no deben ser usados para atentar contra los bienes jurídicos o facilitar la comi-
sión de delitos. 
f. Por los tratos contra la víctima o su cadáver (Código Penal, 2000, art. 
166, num. 7º y 9º). La creación de una situación antijurídica precedente no exime 
al actor de la conducta de la posición de garantía y, por tanto, es su deber el no 
someter a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes durante el tiempo 
que dure la situación contra-Derecho. De esta manera, la conducta no configu-
raría otro delito. Pero, si se inflige al sujeto pasivo algún trato violatorio de los 
Derechos Humanos que autónomamente constituya un delito, por ejemplo, si se 
le tortura, si se le lesiona o si se viola su libertad sexual, este concurrirá material-
mente con la desaparición forzada de personas.
Cualquier acción sobre el cadáver de la víctima, con el fin de evitar su identi-
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Por ejemplo, algunos delincuentes han recurrido, para evitar el reconocimiento 
de los cadáveres, a prácticas como la desfiguración facial −utilizando ácidos o 
fuego−, al descuartizamiento y a la amputación de las manos.
g. Por las consecuencias de la desaparición forzada: muerte o lesiones so-
brevinientes. A la víctima en cautiverio le pueden sobrevenir lesiones físicas o 
psíquicas, así como la muerte, a causa o con ocasión de las condiciones de la 
desaparición forzada. Si esto ocurre, producto de las circunstancias de la realiza-
ción del delito y no como consecuencia de la acción u omisión directa del sujeto 
agente, es un agravante de la desaparición. Pero, si proviene de la acción directa 
de los victimarios, la conducta no es agravada sino en concurso material con el 
homicidio o lesiones personales.
Circunstancias de atenuación punitiva
La disminución de la pena depende de si la víctima esté viva o muerta y de las 
particularidades de cada situación. Según el Código Penal (2000), específicamen-
te en el artículo 167, si la víctima está viva, la atenuación procede en las siguien-
tes circunstancias:
Privación temporal de la libertad y similares condiciones físicas y psíquicas. 
Procede la atenuación punitiva entre la mitad (1/2) y las cinco sextas (5/6) partes 
de la condena, cuando los autores o partícipes liberan a la persona en un término no 
superior a quince días. Para la disminución entre una tercera parte (1/3) y la mitad 
(1/2), se da un rango entre quince y treinta días. Para esto, la víctima debe estar en 
similares condiciones físicas y psíquicas a las que se encontraba en el momento de 
ser privada de la libertad. Ocurre de igual manera cuando los captores suministran 
información que conduce a la recuperación inmediata del sujeto pasivo en condi-
ciones similares a las previas al delito. Si el deterioro físico por enfermedad o las 
condiciones psíquicas degradadas de la víctima son la causa de la liberación, la 
atenuación punitiva no procede.
Voluntariedad. La reducción de la pena se aplica al autor o partícipe que, en los 
dos casos anteriores, libere voluntariamente a la víctima o suministre la informa-
ción que permita su recuperación. La fuga de la víctima o la liberación realizada 







En relación con la víctima que durante el cautiverio muere por acción directa 
de sus captores64 o por causa de la desaparición forzada, la pena se puede disminuir 
hasta en una octava (1/8) parte cuando el autor o partícipe suministra información 
que permite la recuperación del cadáver de la persona desaparecida.
La desaparición forzada en el Código Penal Militar
Conforme a la Constitución Política (art. 221)65, la jurisdicción penal militar co-
noce de los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio 
activo y en relación con el mismo. Sin embargo, el delito de desaparición forzada 
no puede ser juzgado por jurisdicciones especiales o por la jurisdicción penal mili-
tar. Para efectos del juzgamiento de los miembros de las fuerzas armadas 
en ningún caso podrán relacionarse con el servicio los delitos de tortura, genocidio, 
desaparición forzada, de lesa humanidad o aquellos que atenten contra el Derecho 
Internacional Humanitario entendidos en los términos definidos en convenios y trata-
dos internacionales ratificados por Colombia, ni las conductas que sean abiertamente 
contrarias a la función constitucional de la Fuerza Pública y que por su sola comisión 
rompan el nexo funcional del agente con el servicio (Ley 1407, 2010, art. 3).
El tipo penal subjetivo
La desaparición forzada de personas es una conducta que solo puede ser realizada 
dolosamente y la única clase de dolo que admite es el directo o de primer grado, 
porque el agente persigue el resultado previsto en el tipo, es decir, privar de la liber-
tad a una persona y ocultarla de los demás. El dolo se presenta tanto en la acción 
directa como en la omisión −aquiescencia del servidor público−. 
En el caso del autor directo, no es posible que la conducta se realice a título de 
dolo eventual o dolo directo de segundo grado, también llamado indirecto o de con-
secuencias necesarias, porque el resultado siempre es previsible y la desaparición 
forzada es la meta de la conducta. Aquí el resultado no queda librado al azar (dolo 
64 En caso de que la víctima haya muerto por acción directa de sus captores no se trata de agravante sino de 
concurso con el delito de homicidio.






Delitos contra la libertad individual y otras garantías
eventual), como tampoco se presenta simplemente como inevitable, desagradable o 
indeseado (dolo indirecto), sino que es perseguido directamente con la acción. 
Como ha sucedido en el caso colombiano, cuando el servidor público es 
aquiescente, teniendo posición de garante, permite que un grupo armado al mar-
gen de la ley realice acciones ilícitas indeterminadas contra una población civil, 
es previsible que realice desapariciones forzadas. En esas circunstancias la con-
ducta podría ser a título de dolo eventual, porque deja librado al azar el resultado.
Según Ambos y Böhm (2009), además del dolo se requiere de una intencio-
nalidad especial, que es distinta a este, y que tiene que ver con dejar por fuera 
del amparo de la ley a la persona privada de la libertad, lo que hace del elemento 
volitivo del dolo uno más intenso. 
Al contrario de lo que piensan estos autores, la desaparición forzada no re-
quiere de un elemento subjetivo adicional. Basta con someter a la persona, pri-
vándola de la libertad y ocultándola, para desaparecerla temporal o definitiva-
mente. Ya de suyo, esto implica sustraer a la persona del amparo de la ley, aspecto 
que es consustancial a este tipo de delito, como se explicó con anterioridad, y en 
cuya descripción típica no se requiere este complemento.
El concurso de la desaparición forzada con otros delitos
La desaparición forzada de personas puede concurrir con los delitos contra la 
vida y la integridad personal; con los delitos contra la libertad sexual; con la 
tortura y el desplazamiento forzado; entre otros. La Corte Suprema de Justicia 
colombiana ha dicho que 
si la persona es privada de su libertad de locomoción, luego de lo cual se le causa la 
muerte, no genera incertidumbre la comisión de dos conductas diferenciables que, 
por tanto, concurren, en tanto se presentan dos momentos, uno de retención y otro 
de muerte, pero es evidente que la primera deja de consumarse cuando se causa el 
homicidio. Pero la fijación de un momento cierto en el cual termina la consuma-
ción no descarta la existencia de la desaparición (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, Radicado 40733, 2014). 
Por ejemplo, en el concurso del homicidio con el delito de desaparición for-
zada, llama especialmente la atención la realización, por parte de agentes del 







y 2010, los cuales han sido denominados eufemísticamente como falsos posi-
tivos. Estos crímenes se conocen, en el lenguaje internacional de los Derechos 
Humanos, como ejecuciones extrajudiciales. 
La Fiscalía de la Corte Penal Internacional ha reunido información sobre 
esos crímenes, a los cuales define como homicidios y desapariciones forzadas, 
que presuntamente han sido cometidos por miembros de la Fuerza Pública de 
Colombia. A través de la revisión y el análisis de un gran número de sentencias 
dictadas por los diferentes Tribunales de Colombia contra los miembros de me-
diano y bajo nivel de dirección, sin que se hayan tocado los niveles superiores 
de la jerarquía militar, la Fiscalía de la CPI concluyó que hubo una presión cons-
tante sobre varias brigadas (brigadas 4 y 11; brigada móvil 15) para “producir 
resultados”. Los autores siguieron un modus operandi similar, para satisfacer las 
demandas de presión, así como para obtener beneficios personales66. 
En este caso existe concurso de delitos, porque las personas que aparecie-
ron muertas presuntamente en combate (entre guerrilla o paramilitares y Fuerza 
Pública), fueron engañadas para que acompañaran a algún agente del Estado 
bajo tretas como el ofrecimiento de trabajo. Luego, fueron privadas de la liber-
tad ilegalmente, porque el procedimiento de retención se hizo sin orden judicial. 
Posteriormente, fueron uniformadas con prendas militares para ser ejecutadas y 
mostradas públicamente como pertenecientes a la guerrilla, muchas de ellas pre-
sentadas sin identidad.
Entre los verbos del tipo penal de desaparición forzada está el ocultar a la per-
sona, sea física o moralmente. En los casos de los mal llamados falsos positivos, 
el ocultamiento fue de tipo moral, porque no se dio a conocer a sus familiares y a 
la sociedad en general la privación de la libertad de estas personas. La identidad 
de los muertos sólo fue conocida tras un proceso de identificación que se tomó 
un tiempo largo. 
66 Para ver más información al respecto: Office of the Prosecutor OTP of the International Criminal Court ICC. 







Delitos contra la libertad individual y otras garantías
De la prescripción de la acción y de la pena
De conformidad con el artículo 83 del Código Penal colombiano67, la acción y la 
pena son imprescriptibles en cuanto la desaparición forzada pueda ser considera-
da un delito de lesa humanidad. De no ser así, la prescripción es de treinta años. 
Frente a esto, la Corte Constitucional consideró que la regla de imprescriptibili-
dad de la acción penal por el delito de desaparición forzada, contenida en el inciso 
primero del artículo 7º de la Convención Americana de Derechos Humanos, no 
es contraria a la Carta Política de 1991. Pero, “si el delito está consumado, los 
términos de prescripción de la acción empezarán a correr una vez el acusado haya 
sido vinculado al proceso” (Corte Constitucional, Sentencia C-580, 2002). En 
relación con la imprescriptibilidad de la pena, dijo la Corte que “deberá aplicarse 
el inciso segundo [del art. 7º de la Convención] que dispone que la prescripción 
de la pena será igual a la del delito más grave previsto en la legislación interna” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-580, 2002).
Para llegar a esa conclusión, la Corte Constitucional realizó una ponderación 
que le permitiera determinar la idoneidad y la necesidad de una medida como 
la de la imprescriptibilidad, para lograr los objetivos que con ella se pretenden. 
Así, sopesó, “por un lado, si [era] adecuada para proteger los bienes jurídicos 
prevalentes y, por otro, si no [existía] una medida igual de efectiva, que [afectara] 
menos los derechos de las personas inculpadas” (Corte Constitucional, Sentencia 
C-580, 2002). Concluyó que aunque le consideraba un medio poco eficaz, debía 
tenerse en cuenta que el paso del tiempo y la dificultad para acceder a las pruebas 
necesarias para determinar lo ocurrido y establecer la identidad de los responsa-
bles, podían hacerla idónea para el fin propuesto del esclarecimiento de la verdad 
(Corte Constitucional, Sentencia C-580, 2002). No obstante, 
resultaría difícil establecer un criterio definitivo para determinar en qué momento 
la acción penal y el interés en proteger los derechos a la verdad y a identificar a los 
responsables debe ceder frente a la dificultad que ello plantea. Por otra parte, aunque 
67 Código Penal colombiano. Artículo 83. <Inciso modificado por el artículo 16 de la Ley 1719 de 2014>: 
El término de prescripción para las conductas punibles de desaparición forzada, tortura, homicidio de miem-
bro de una organización sindical, homicidio de defensor de Derechos Humanos, homicidio de periodista y 
desplazamiento forzado será de treinta (30) años. En las conductas punibles de ejecución permanente el 
término de prescripción comenzará a correr desde la perpetración del último acto. La acción penal para los 







la dificultad de conocer la verdad sea una realidad en la mayoría de los casos, no es 
necesariamente así en todo ellos. No se puede aceptar la dificultad para proteger los 
derechos individuales en la mayoría de los casos como argumento para negar absolu-
tamente su protección (Corte Constitucional, Sentencia C-580, 2002). 
Teniendo en cuenta lo anterior, para la Corte, 
la eficacia variable de la acción penal en el tiempo no significa que su imprescrip-
tibilidad sea inadecuada para proteger el interés general y los derechos individuales 
a conocer la verdad y los individuos e instituciones responsables, [razón por la que 
la] imprescriptibilidad es un mecanismo que en determinadas circunstancias puede 
resultar necesario para establecer la verdad de los hechos y para atribuir responsabili-
dades individuales e institucionales” (Corte Constitucional, Sentencia C-580, 2002). 
En relación con la imprescriptibilidad de la acción penal, la Corte llegó a 
la conclusión de que es el medio más eficaz para la protección de “los intereses 
en juego” y frente a la alternativa de la acción administrativa de reparación di-
recta. Por lo tanto, “frente a la garantía de seguridad jurídica y de recibir pronta 
justicia, es necesario entonces concluir que prevalecen el interés en erradicar el 
delito de desaparición forzada y en reparar a las víctimas” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-580, 2002). En síntesis, la Corte Constitucional consideró que la 
disposición acerca de la no prescripción de la acción penal no vulnera el artículo 
28 de la Constitución, por cuanto lo que prohíbe este precepto es la imprescripti-
bilidad de la pena, más no de las acciones.
